	En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, Departamento Dr. Manuel Belgrano, Provincia de Jujuy, República Argentina, a los diecinueve días del mes de junio del año dos mil doce, reunidos en el Recinto de Acuerdos de la SALA TERCERA DE LA CAMARA EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE JUJUY, los Sres. Jueces Dres. NORMA BEATRIZ ISSA y CARLOS MARCELO COSENTINI, bajo la Presidencia de la primera de los nombrados, vieron el Expte. Nº B-261307/11, caratulado: "SUMARÍSIMO POR ACCIÓN CONTEMPLADA EN LA L.D.C. GRANARA, ENRIQUE JORGE c/ TELECOM ARGENTINA S.A.", así como el Expte. Nº B-26137/I/11 y Expte. Nº B-268358/12 ambos caratulados "INCIDENTE DE HECHO NUEVO en Expte. Nº B-261307/11: GRANARA, ENRIQUE JORGE c/ TELECOM ARGENTINA S.A." y, luego de deliberar; 

La Dra. NORMA BEATRIZ ISSA, dijo: 

Que, en estos autos se presenta el Esc. Enrique Jorge Granara con el patrocinio letrado del Dr. Matías Diez Yarade y promueve demanda sumarísima por cumplimiento de contrato de servicios más daños y perjuicios en contra de la empresa "Telecom Argentina S.A.". 

Se dice titular de la línea telefónica Nº 0388-. desde hace más de veinte años, refiriendo que dicho servicio debe ser provisto por quien resulta su actual prestataria, la empresa Telecom, en sede de su domicilio real localizado en el Dique La Ciénaga de la localidad de El Carmen de esta provincia. 

Refiere que desde hace más de cuatro (4) años el servicio telefónico se viene prestando en forma completamente defectuosa, al punto que a la fecha de interposición de la demanda es inexistente, hallándose imposibilitado el actor desde el lapso de tiempo antes mencionado para hacer o recibir llamadas. Expresa que el daño causado deriva fundamentalmente de sus circunstancias personales, al poseer un grupo familiar compuesto por su esposa y dos hijas menores adolescentes en virtud de lo cual, el servicio telefónico se torna imprescindible como medio de comunicación entre ellos, a la vez que la falta del mismo le impide contar con el servicio de internet. 

Refiere haber realizado una serie de reclamos telefónicos y administrativos a la prestataria sin resultado satisfactorio, así como la pertinente denuncia ante la Dirección Provincial de Defensa al Consumidor cuyas actuaciones ofrece como prueba. 

Como fruto de tales reclamos aduce haber obtenido las bonificaciones por falta de servicio que obran glosadas en autos como ‘notas de crédito’ expedidas por la accionada. 

El actor solicita en definitiva, el cumplimiento contractual por parte de Telecom S.A., quien debe hacer efectivo el servicio de comunicaciones que se halla obligado a prestar, así como los daños y perjuicios derivados de dicho incumplimiento, incluyendo especialmente al daño punitivo y daño moral, en cuyo mérito cita legislación y doctrina que estima aplicables al caso. Ofrece prueba y peticiona. 

En oportunidad de la audiencia prevista por el Art. 398º CPC -17 y 21 de octubre de 2011-, compareció la empresa ‘Telecom Argentina S.A.’ a ejercitar su defensa representada por el Dr. Agustín Pfister, quien contesta demanda según constancias de fs. 119-125. 

En la misma niega todos y cada uno de los hechos y consideraciones formuladas por el actor, a excepción de la titularidad de la línea telefónica que fue reconocida, ofreciendo como única prueba de sus dichos una pericia técnica-informática cuya producción ofreció realizar en la ciudad autónoma de Buenos Aires, evidenciando la accionada con ello una actitud puramente dilatoria, ya que bien pudo acompañar documental suficiente para acreditar la sinrazón que aduce respecto de la acción instaurada en su contra. En efecto, el único requerimiento afín a la especialidad del perito solicitado (técnico en informática) fue el peticionado en torno a la ‘lectura’ de la información obrante en los sistemas de la empresa, la cual bien pudo ser extraída y presentada en juicio por el accionado en oportunidad de contestar su demanda, siendo absolutamente improcedente la probatoria solicitada en los demás puntos, en donde por ejemplo se pretendía que el mismo perito informe de robos de postes en la zona del dique La Ciénaga o adjunte las supuestas denuncias presentadas por dicha empresa, consignas éstas completamente ajenas a su oficio. 

Tal fue el fundamento y sentido del decreto de apertura a prueba luego observado por el accionado, cuestión que en definitiva quedó superada con la prueba producida en los ‘Incidentes de hecho nuevo’ deducidos por cada una de las partes. 

Es evidente que quien se hallaba en mejores condiciones profesionales, técnicas y fácticas para producir la prueba de los hechos, era precisamente la empresa prestataria, bastándole ‘descargar’ o ‘imprimir’ la información obrante en sus sistemas y en todo caso dejar ofrecida más probatoria en subsidio para el hipotético caso de desconocimiento. Ello sin mencionar que se debió dar cumplimiento a la obligación impuesta por el Art. 53º -ap. III - de la ley 24.240 en cuanto manda a los proveedores -de servicios en este caso- a aportar al proceso todos los elementos de prueba que obren en su poder. 

Se suma igualmente no sólo el principio de la carga dinámica de la prueba, que implica que la obligación de producir la misma recaiga sobre quien se halla en mejor situación para llevarla a cabo, sino lo normado en los Arts. 32 del Reglamento General de Servicio Básico Telefónico, y en el Art. 30º de la Ley 24.240.El primero de ellos en cuanto impone la obligación de los prestadores de llevar un registro con la totalidad de los reclamos efectuados donde conste el número de servicio que realiza la queja, así como la fecha y el tipo de avería por la que se efectuó, lo que bien pudo acompañar como prueba el accionado, y la segunda norma citada, en cuanto establece la presunción de que toda interrupción de un servicio público domiciliario se presume en principio por causa imputable a la empresa prestadora, por lo cual será ésta quien deba acreditar la circunstancia contraria. 

En suma, tomando en cuenta como principio general que quien tiene los datos puede probarlos, bien pudo la empresa demandada aportar dicha prueba en forma documentada, y aún así, no lo hizo. 

De allí que la observación formulada por el accionado y la insistencia del mismo en el pedido de fs. 143 para que dejar sin efecto el llamamiento a autos para resolver, resultó completamente infundada. 

Basta con observar la sábana o detalle de llamadas de fs. 1 agregada al Expte. B-261307/I/11 caratulado: "Incidente de hecho nuevo en Expte. Nº B-261307/11: Granara, Enrique Jorge c/ Telecom Argentina S.A." para advertir la facilidad con que Telecom S.A. pudo comprobar la rehabilitación (transitoria por cierto) de la línea telefónica, por lo que bien pudo con prueba de idéntico tenor, demostrar su hipótesis de cumplimiento al momento de trabarse la litis. 

Sin embargo, el actor debió transcurrir un largo camino hasta lograr rehabilitar el servicio telefónico, con el agravante de que a poco de su restablecimiento, el mismo quedó nuevamente suspendido. 

Ello resulta probado a la luz de la pericia agregada a fs. 14-18 del Expte. Nº B-268358/12, la que a pesar de los vanos intentos de la accionada, no ha podido ser desvirtuada en cuanto a su fuerza convictiva.De sus conclusiones se extrae que, efectivamente como lo sostuvo el actor, a la fecha de la pericia (12/03/12) el servicio telefónico no se hallaba ‘en condiciones normales de operatividad’ al no existir tono de marcado y no detectarse señal alguna a las mediciones en el cable bifilar. 

Asimismo y según consta en las fotografías aportadas, el ‘poste’ por el que pasa el cableado se halla en su lugar y no ha sido ‘sustraído’ ni hurtado como propone la demandada. Por el contrario, se advierte en el mismo una falta absoluta de mantenimiento por parte de la empresa prestataria, y prueba de ello es el crecimiento indiscriminado de vegetación por sobre el cableado, indicativo de que por allí no ha intervenido la acción humana desde larga data. 

A ello se suma el reconocimiento de la propia empresa efectuado en forma expresa al iniciar el Incidente de hecho nuevo que corre por Expte. Nº B-21367/11. A fs. 3 el letrado de la demandada expresa que ‘como consecuencia de las verificaciones pertinentes y de los trabajos realizados el servicio ha sido rehabilitado exitosamente (21.10.11)" SIC. 

Dicho reconocimiento surge de los propios dichos del accionado; al referirse a la ‘rehabilitación’, el mismo reconoce que el servicio no se hallaba ‘habilitado’, no habiendo esgrimido ni probado la accionada ningún motivo justificante de la inhabilitación anterior. Por su parte, obra a su vez un reconocimiento tácito de la misma prestataria en las facturas originales del servicio agregadas como prueba en la causa principal, al acordar al cliente una bonificación que arroja un saldo a su favor, demostrativo de la falta de provisión del servicio. 

Así las cosas, deben tenerse por ciertos y acreditados los hechos alegados en la demanda objeto de la presente y por ende, por bien probado el incumplimiento por parte de Telecom S.A. y la procedencia de la demanda de amparo incoada por el Esc. Enrique Jorge Granara. 

Corresponde ingresar entonces al análisis de la normativa incumplida y aplicable a la causa, así como la procedencia de los rubros solicitados. Recordemos al respecto que en nuestro país, el espectro telefónico se encuentra repartido entre las empresas de servicios por segmentos o sectores delimitados (telefonía fija y celular), en un mercado oligopólico, con diversos matices. 

Es por ello que se les ha asignado a las súper-estructuras empresariales que explotan dicho rubro, un marco regulatorio especial, incluso en la Ley de Defensa del Consumidor, cuando dispone en el segundo párrafo del art. 25 que los servicios públicos domiciliarios se regirán por la legislación específica y su actuación será controlada por los organismos que aquella legislación disponga. 

De tal modo, los servicios referidos se encuentran normativizados, por el Reglamento General de Servicio Básico Telefónico, que regula las condiciones generales y particulares de la prestación del servicio, sentando las reglas específicas de aplicación a las prestaciones comprometidas y a la interpretación del contrato, lo que no obsta a la aplicación de la ley 24.240 (cfr. ap. 3º del actual Art. 25 LDC modificado por Ley 26.361). 

Así las cosas, y a la luz de la normativa citada, surge que la empresa Telecom S.A. ha incumplido sus obligaciones contractuales y vulnerado los derechos del usuario contemplados en el Reglamento General del Servicio Básico Telefónico aprobado por Resolución N° 10059/99 de la Secretaría de Comunicaciones. 

Al privar dicha empresa al usuario del servicio contratado, o al prestarlo en forma irregular, ha vulnerado su derecho de acceso al mismo en condiciones de continuidad, regularidad e igualdad (Art. 39º de la norma ya citada); a que su reclamo sea tomado en cuenta y resuelto satisfactoriamente (Art.5º), a ser adecuadamente informado respecto del tratamiento dado a su queja, en suma, a recibir el trato digno y equitativo que las normas prevén (Art. 8ºbis ley cit.). 

En definitiva, correspondía que el prestador reparara y restableciera la adecuada prestación del servicio en el plazo de tres días hábiles desde el reclamo de avería (Art.31º), lo que no ha ocurrido y configura por ende un incumplimiento inexcusable e injustificado de Telecom, que genera al usuario el derecho a la indemnización de los daños ocasionados (cfr. doctrina doctr. Corte Suprema, fallos 258:322), entendiendo como consecuencias inmediatas y necesarias de su incumplimiento, el indebido pago del ‘abono’ telefónico por un servicio prestado en forma deficiente, así como a la indemnización de la mortificación producida por el hecho de permanecer incomunicado durante un extenso periodo de tiempo. 

Consecuentemente, considero procedente la demanda de amparo deducida, debiendo condenarse al accionado a restablecer en un plazo perentorio el normal funcionamiento del servicio telefónico al Esc. Enrique J. Granara en su domicilio de la ciudad de El Carmen, Dique La Ciénaga, bajo apercibimiento de aplicar sanciones conminatorias en caso de incumplimiento. 

Asimismo, en función de los trastornos sufridos por el actor, quien pese a la falta de servicio ha abonado las facturas que adjunta como prueba, con la consabida frustración y mortificación producida por la privación de dicho servicio esencial, lo que obstaculiza el normal desenvolvimiento de la vida familiar y comunicación entre sus miembros. A más de ello debe tenerse en cuenta que la falta de respuesta por parte de la accionada, ha obligado al actor a recurrir a la presente vía en amparo de sus derechos, toda vez que fueron infructuosas las gestiones llevadas a cabo en sede administrativa. Dadas las circunstancias mencionadas y las facultades previstas en el Art.46º del C.P.C., es que estimo como justo y equitativo cuantificar los daños y perjuicios irrogados en la suma de OCHO MIL PESOS ($ 8.000). 

Capítulo aparte merece el tratamiento del daño punitivo solicitado, el cual considero indudablemente aplicable al caso bajo análisis, toda vez que no se ha agotado la inconducta de la empresa en el incumplimiento contractual, sino que ha demostrado una permanente falta de colaboración y desentendimiento del problema denunciado por el cliente, demostrando una actitud indiferente y carente de toda autocrítica, sobre la que ha insistido incluso, al llevar su reticente incumplimiento hasta las últimas consecuencias, como ha ocurrido en autos, lo que resulta gravemente reprochable. 

Ni siquiera en ocasión de restablecer el servicio (Incidente de hecho nuevo Expte.Nº B-261307/I/11) la prestataria ha asumido su falta, cuando bien pudo solicitar que se declarara abstracta la cuestión, al menos en lo atinente a la prestación del servicio telefónico. Muy por el contrario, en su presentación, redobló los esfuerzos en sostener su actitud pretendiendo endilgar una inconducta moral a la contraparte por no haber denunciado esa fugaz rehabilitación del servicio. 

Nada de esto se compadece con la conducta esperable de quien detenta a su cargo la explotación exclusiva de un servicio público domiciliario de carácter esencial como es hoy en día el de la comunicación telefónica, por lo que considero procedente la pretensión del daño punitivo solicitada por el actor a modo de sanción (prevista en el Art. 52º bis de la ley 24.240), el que estimo prudente cuantificar, en mérito a los motivos enunciados, en la suma de DOCE MIL PESOS ($ 12.000). 

Asimismo, y para el caso de incumplimiento, deberá aplicarse a los montos de condena antes citados la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Central de la Nación Argentina, desde la mora y hasta su efectivo pago. 

Corresponde asimismo que la accionada cargue con las costas del proceso en virtud de lo normado por el Art.102 CPC, regulando los honorarios profesionales del Dr. Oscar Matías Diez Yarade en la suma de . PESOS ($ .) y los del Dr. Agustín Pfister en la suma de . PESOS ($ .) -cfr. Arts. 4º,6º 7º de la L.A. Nº 1687- por la labor cumplida en los autos principales. Asimismo, por las tareas desarrolladas en los Exptes. Nº B-26137/I/11 y Expte. Nº B-268358/12 ambos caratulados "INCIDENTE DE HECHO NUEVO en Expte. Nº B-261307/11: GRANARA, ENRIQUE JORGE c/ TELECOM ARGENTINA S.A." corresponde regular a favor de los letrados las sumas de . PESOS ($ .) para el Dr. Oscar M. Diez Yarade y la suma de . PESOS ($ .) para el Dr. Agustín Pfister (Art. 26º de la L.A. Nº 1687) por cada uno de los citados Incidentes . 

Los honorarios del perito Ing. UBALDO NOLASCO ARAMAYO, corresponde regularlos en la suma de MIL SISCIENTOS PESOS ($1600) conforme Acordada 14/86. 

Todas las sumas estipuladas en concepto de honorarios devengarán los mismos intereses que el fijado para el capital, desde la mora y hasta su efectivo pago, y a las mismas deberá adicionarse el I.V.A. en caso de corresponder. 

Así voto. 

El Dr. Carlos Marcelo Cosentini dijo: 

Por similares razones y fundamentos a los expresados por la Dra. Norma Beatriz Issa, considero que corresponde hacer lugar a la demanda de amparo incoada, en los términos expuestos en el presente resolutorio, a los que me remito en un todo por razones de brevedad.- 

Por todo ello, la SALA TERCERA DE LA CAMARA EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE JUJUY; 

R E S U E L V E: 

1º) Hacer lugar a la demanda de amparo en contra la empresa "Telecom S.A." condenando ala misma rehabilitar el servicio telefónico al actor y preservar la continuidad en la prestación del mismo en condiciones de regularidad, en el plazo de DIEZ (10) DÍAS a partir de la notificación de la presente, bajo apercibimiento de aplicar sanciones conminatorias en caso de incumplimiento.2º) Condenar a "Telecom S.A." a abonar al actor la suma de OCHO MIL PESOS ($ 8.000) en concepto de indemnización de los daños y perjuicios irrogados por su incumplimiento, así como al pago de la suma de . PESOS ($ .) en concepto de daño punitivo, lo que deberá hacer efectivo en el término de DIEZ DÍAS a partir de la notificación del presente resolutorio, correspondiendo, para el caso de incumplimiento, aplicar a dichos montos la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco Central de la Nación Argentina, desde la mora y hasta su efectivo pago. 

3º) Imponer las costas del proceso principal a la vencida y regular los honorarios profesionales de los Dres. Oscar Matías Diez Yarade en la suma de . PESOS ($ .) y los del Dr. Agustín Pfister en la suma de . PESOS ($.) por la labor cumplida en los autos principales. Por la labor profesional desplegada en los Exptes. Nº B-26137/I/11 y Expte. Nº B-268358/12, ambos caratulados: "INCIDENTE DE HECHO NUEVO en Expte. Nº B-261307/11: GRANARA, ENRIQUE JORGE c/ TELECOM ARGENTINA S.A." corresponde regular la suma . PESOS ($ .) en el primero de ellos y . PESOS ($ .) en el segundo para el Dr. Oscar M. Diez Yarade y la suma de . PESOS ($ .) y de . PESOS ($ .) respectivamente en cada uno a favor del Dr. Agustín Pfister. 

4º) Regular los honorarios del perito actuante, Ing. Ubaldo Nolasco Aramayo, en la suma de . PESOS ($.). 

5º) Las sumas fijadas en concepto de honorarios devengarán idéntico interés que el capital en caso de incumplimiento, y se les deberá adicionar el I.V.A. en caso de corresponder. 

6º) Registrar, agregar copia en autos, notificar, protocolizar, dar cuenta a los organismos de contralor. 

Constancia: La presente se firma por los dos vocales integrantes de la Sala conforme Acordada Nº 71/08 del Superior Tribunal de Justicia.- 


